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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
EXP. N." 0260 I -20 l7-PHC/]'C
UCAYALI
SIR LÓPEZ PEÑA, representado por
JOSE JESUS RIOS MAC'L,DO

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTTTUCIONAL

Lima. 15 de octubre de 2018

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don José Jesús Ríos Macedo a
favor de don Sir López Peña contra la resolución de fojas 62, de fecha 28 de marzo de

017 ex a por la Segunda Sala Penal de Apelaciones en Adición Liquidadora de la
or de .lusticia de Ucayali, que declaró la improcedencia lirninar de la

de habeas corpus de autos

NDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oltcial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de preccdente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, que iguahnente están contenidos en el artículo 11 del Reglamcnto
Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constituiional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo. y teniendo en cuenta 1o precisado en el fündamento 50 de
la sentencia crnitida en el Expediente 00987-2014-PAITC, una cuestión no reviste
especial trascendencia coustitucional en los siguientes casos: (l) si una futura
resolución del Tribunal Constitucional no soh.¡ciona algún conflicto de relevancia
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constitucional, pues no cxiste lesión que comprometa el derecho fundamental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en Ia vía
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera ugente el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a
este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

n el caso de autos, se cuestiona la Resolución 2, de fecha 16 de enero de 2017, así
resolución superior de fecha 24 de febrero de 2011 , a través de las cuales el

cr Juzgado Penal de Investigación Preparatoria de Ia Provincia de Coronel
ortillo y la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de

Ucayali declararon infundada la solicitud de cesación de prisión preventiva del
detenido, en el marco del proceso que se le sigue por el delito de robo agravado
(Expediente 00759-20 I 5-66-2402-JR-PE-0 1 ).

5 Se alega que el agraviado en e[ proceso penal ha suscrito un documento
debidamente legalizado anle notario público en el que señala y aclara que el
imputado no es la persona que le causó el agravio; y tampoco ha sindicado de
manera directa al acusado y que Ia diligencia de reconocimiento de persona
mediante la ficha de Reniec no ha reunido las formalidades que señala Ia norma.

6. Al respecto, el recurso interpuesto no está referido a una cuestión de Derecho de
especia[ trascendencia constitucional, toda vez que la controversia planteada escapa
al ámbito de tutela del habeas corpus y se encuentra vinculada con asuntos propios
de la judicatura ordinaria, como son los alegatos de irresponsabilidad penal y de
valoración de las pruebas penales (Expedientes 01014-2012-PHCiTC y 02623-
2012-PHCtTC).

7 . En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 supra, se veritica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recnrso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la parlicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrcro Costa^
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RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional.
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Publíquese y notifiquese

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BA
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SIR LÓPEZ PEÑA, reprcscnlado por
JOSÉ JESÚS RÍOS MACEDO

VOTO SINGTII,AR DEL MAGISTRADO I.'ERRERO COS'I'A

Clon la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establccido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUI'ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

Et, .I.IUBUN,u,

(],\S,\(]IÓN
CoNSTI'rtrctoNAr. coNro coRTE DE REVISIÓN o FALLo Y No DE

l.a Constiturción de \979 creó el 'lribunal de Garantías Constitucionales cot.no

instancia de casación y la Constitución dc 1993 convirlió al Tribr.rnal Constitucional
en instancia de tallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
cor.rstitucional, dispuso la crcación dc ur.r órgano ad hoc, independiente del Poder

.Tudicia[. con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena

de los dcrechos lundame ntales.

2. I-a Le-v I]undamental de 1979 cstableció que el Tribunal de Garantías

Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía .jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder .ludicial, lo que implicó quc dicho Tribunal no
constituía una instancia habiiitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amcnaza o lesión a los
derechos reconocidos cn la Constitución.

l'ln ese sentido. la Lcy 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Carantias
(-'onslitr,rc ionaies. vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46. quc

dicho órgano, al cncontrar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en lbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales eu la
tramitación y resolución dc la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la defliciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de.lusticia de la
Repirblica (reenvío) para quc cmita nuevo lállo siguiendo sus lineamientos,
proccdimiento clue. a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
rnenc ionados.

4 Dl ntodclo dc tutela ante amen¿rzas y vulneración de derechos fue seriamcntc
rnodillcado en la Clonstitución de 1993. F,n primer lugar, se amplían los
rrrccanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeus data

¡, acción de cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitttcional
corno órgano de control de la constitr-rcionalidad, aun cuando la Constitución lo
calil'rca erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstantc, en
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rnatet'ia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'['ribunal Constittrcional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política dei Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últimu y
de/initivct instancia, las resoluciones denegatorias diclctdas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esfa disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,

exigc que el Tribunal Constitucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se

cstima arnenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura divcrsa
conlravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defcnsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad ¡r del Estado (artículo l). y "la observancia del debido proceso y lutela

.ltrr i.sclicc io ttcrl. Ninguna persono puede ser desviacla de la .iurisdicción
pretleÍerrninadu por la ley, ni.vomelida a procedimiento dislinfo de los previumenle
eslctblecidt¡l;, ni juzg«da por órganos jurisdicc ionctlas de excepcirin ni ¡tor
comisioncs c,tpcciales' creadas al e/bcto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el ar1ículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dif'erencia de 1o que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional ticnc iugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano suprerno de interpretación dc la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en scde dcl Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía correspondientc para quc el l'ribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionantc colaborar con los .jueces constitucionales mediante un pormeuorizado
análisis de lo c¡r-re se pretende. de lo que se invoca.

l. I-o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrcnunciable a la del-ensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más

el'ectivo r¡edio de def'ensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos ¡, privados, lo cual evidencia el triunlb de la justicia frentc a la
arbitrariedad.

Iit, o¡:nt:cuo A sER oiDo coMo MANIFIisrActóN D[ LA DENIoctlA't'tzACIóN DL Los
IlRoc Esos (loNS't-It'trcroNAr,ES D¡r r,A r,r BERTAn

8. La administlación dc justicia constitucional de la libertad que brinda el -I'ribunal

Constitucional, clescle su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de
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cie f-ensa inherente a toda personal cLlya manifestación primalia es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantias al interior de cualquicr proceso en el cual se

dcterminen sus derechos, interescs y obligaciones.

9. Prccisamente, mi ale.jamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defcnsa, la cual, sólo es

el'ectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y

oral, los argumentos pertinentes, concretándose cl principio de inmediación que

dcbc rcgir en todo proccso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partcs. corresponde señalar que, en tanto que la
potcstad de admiuistrar justicia conslituye una manifestación del podcr que el

l:stado ostenta sobre las personas, su cjcrcicio resulta constitucional cuando se

brir.rda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser hunano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

1 1. Cabe añadir quc la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concedc en la audiencia de vista, también constituye un eleÍtlento que

democratiza c1 proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, lo quc resullaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber

ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los

argumentos quc justifican sus decisiones, porque el 'l-ribunal Constitucional se

legitirna no por ser un lribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
exprcsar dc r-r.rodo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso clr.tc rcsttelve .

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Llumanos ha establecido quc cl
dcrecho de defbnsa "obliga al Estado a trdtar al individuo en todo momenÍo (:omo

un verdudero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de esle conccpto, y t'to

simplemente como obf eto del mismo"t , y que "para que exista clebido proceso legal
es preciso que un .justiciable pueda hacer valer sus clerechos y de.fbnder strs

infereses' en .forma efbctivct y en condiciones de igualdad procesal con olros. , . '.,)lusltLtdblt.\"-.

I Corte IDLI. Caso Barrcto Leiva vs. Vcnezuela. sentencia del 1 7 de novieurbre de 2009.
pánafo 29.

' Co,tc IDH. Caso l{ilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentcncia del 21 de junio c\e2002, párrafo 146.
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li. Ill modclo de "instancia de thllo" plasmado en la Constitución no puede ser

dcsvirluado pol el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda

vez que como órgano conslituido también está sometido a la Clonstitttción.

I 4. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"scnlencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (ILAC) pierde su

vcrdadcra escncia jurídica, ya clue e1 Tribunal Constitucional no ticne competer.rcia

para "revisar" ni mucho rncnos "recalifrcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conforniidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

Tribunal Clonstitucional no "concede" el recurso. Esta es una competcncia de la
Saia Superior del Poder.ludicial. Al Tribunal Io que le aorresponde es conoccr del
RAC y pronunciarse sobre el fbndo. Por eude, no 1e ha sido dada la competcncia dc
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega

como un agravio que le causa indel'ensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interloculoria" establece como supuestos para su

aplicación lórmulas imprecisas y arnplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rccluiere ser aclarado,, justificado y concretado en sLrpuestos específicos, a saber,

identificar en qué casos sc aplicarÍa. No hacerlo, no dellnirlo, ni justificarlo,
conviefte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
af'ectar, entre otros, cl dcrecho fundamcntal de def'ensa. en su manif-estación de ser

oído con las debidas garantías. pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carenlcs de predictibilidad, afectando notablemcntc a los justiciables, quienes

tendrian clue adivinar c¡ué resolverír el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva dcmanda.

1 7. Pcrr lo demás, mulaÍis mutantlis, el precedente vinculante contenido cn la Scntenoia
00987-2014-PA/'I'C repite lo señalado por el 'l'ribunal Constitucional en otros
fallos. como en cl caso Luis Sánchcz Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/TC). Del mismo modo, constitLrye una reaflrmación de la naturaleza
proccsal de los procesos cor.rstitucionalcs de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constilucional líquido y
cicrlo. ctc. ).

18. Sin cr.nbargo. el hec}ro dc que los procesos constitr-rcionales de la libe¡tad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviftuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta clue la justicia en sede conslitucional representa la
úrltinra posibilidad para protcger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoqLle a audiencia para la
vista. lo quc garantiza que el Tribunal Clonstitucional, en tanto instancia última y
dehnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas af'ectadas en sus

derechos cscnciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenla que, agotada la via constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicción ir.rternacional de protección de clerechos

hrrmanos.

20. Como atlrmó ltairl Iierrelo Rebagliati, "1a defensa del derecho dc uno es, al mismo
tien'rpo, una dcfcnsa total de la Constitución, pues si toda garantía conslitucional
entraña el acccscr a la prestación jurisdiccional, cada cual al dcfcnder su derecho
está dcf-endiel.rdo cl de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin 1a protección judicial auténtica".
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